ACUERDO 

En la ciudad de La Plata, a 4 de junio de 2014, habiéndose establecido, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberá observarse el siguiente orden de votación: doctores Kogan, de Lázzari, Soria, Pettigiani, se reúnen los señores jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para pronunciar sentencia definitiva en la causa B. 64.779, "B. , A. R. contra Municipalidad de Bolívar. Demanda contencioso administrativa". 

ANTECEDENTES 

I. El señor A. R.B. , por su propio derecho, con patrocinio letrado, promueve demanda contencioso administrativa contra la Municipalidad de Bolívar. 

Pretende ser indemnizado por la demandada -en la suma de pesos 93.400-, por los daños y perjuicios derivados de la denuncia penal por estafa formulada por la autoridad administrativa en sede penal, que tramitara ante el Juzgado de Transición n° 1 del Departamento Judicial Azul. 

II. a. Inicialmente, el señor B. accionó contra la comuna mencionada ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comercial n° 4 del Departamento Judicial Azul. En esa oportunidad pidió ser resarcido por las consecuencias mediatas e inmediatas -denuncia, en general, perjuicios económicos y alude a los rubros lucro cesante y daño moral- que le provocara la investigación penal llevada a cabo. En el curso de su exposición, alude haber sido exonerado de su relación de empleo en el municipio, decisión a la que califica de "ilegal e ilegítima" (fs. 11/25). b. Por su parte, la comuna opuso las excepciones de prescripción y de incompetencia, a tenor de lo normado en los arts. 344 párrafo 1 y 345 inc. 1 del Código Procesal Civil y Comercial y 4027 del Código Civil (fs. 37/39). 

Contestado el traslado por el actor, los reparos de la demandada fueron rechazados por el juez actuante; concedido el recurso de apelación deducido por la accionada, la Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial Sala 1 del Departamento Judicial Azul decidió elevar los autos a este Tribunal, para que resuelva en definitiva la cuestión (fs.44/45; 60/63; 73/74). c. Por ser la materia litigiosa propia del conocimiento de la Suprema Corte en instancia originaria, la causa fue radicada ante los estrados del Tribunal (arts. 6 y 25, C.P.C.A.; 352 inc. 1, C.P.C.C.; fs. 81/82). 

Ello así, el actor adecuó su presentación a tenor de las normas que entonces regían el proceso contencioso administrativo (arts. 1, 28, 31 y conc. C.P.C.A. y 34 inc. 5 ap. "b", C.P.C.C.) y, a su turno, la demandada reiteró y ratificó la totalidad de los hechos y el derecho expuestos al contestar la demanda ante el fuero civil y comercial; también pidió al Tribunal que emita pronunciamiento respecto a la excepción de prescripción articulada (fs. 91, 93 y 102). 

Al respecto, el Tribunal rechazó el recurso interpuesto por la demandada contra la resolución de la Cámara de Apelación y declaró que en autos no había operado el plazo fijado por el art. 4037 del Código Civil, el cual ha sido interrumpido validamente por la actividad de la actora (arts. 34 y 35, ley 12.008 -texto según ley 13.101-; fs. 104/108). 

III. Se encuentra agregado, sin acumular, a los autos, el original del expte. adm. 4013-23/92 (en fotocopia se glosó a las actuaciones en el marco de la prueba ofrecida por la actora); fue producida la prueba ofrecida por la accionante (v. cuaderno de pruebas agregado a partir de fs. 142); las partes no hicieron uso de su derecho de alegar. 

La causa se halla en estado de ser resuelta, por lo que corresponde plantear y votar la siguiente CUESTIÓN 

¿Es fundada la demanda? VOTACIÓN 

A la cuestión planteada, la señora Jueza doctora Kogan dijo: 

I. Ante el fuero civil y comercial, el señor B., a través de su apoderado demandó a la Municipalidad de Bolívar requiriendo la indemnización de los daños y perjuicios derivados de la "ilegítima e ilegal denuncia penal incoada" por la accionada. 

Manifestó, en esa oportunidad, que como consecuencia de esa presentación, en sede penal se sustanciaron las actuaciones caratuladas "B. , A. R. s/Estafa", tramitadas inicialmente ante el Juzgado Criminal n° 1 del Departamento Judicial Azul. Sustanciada la causa, se expidió finalmente la Cámara de Apelación en lo Criminal y Correccional n° 1 del Departamento Judicial Azul dictando sentencia absolutoria a su respecto. 

A partir de lo dicho, el reclamante infirió la improcedencia de la denuncia penal formulada por la autoridad administrativa así como también la "inexistencia de causa legal y legítima" para decidir su cesantía en la relación de empleo, medida expulsiva tomada en el marco del sumario administrativo 4013-23/92. 

Aludió que le fue atribuida su participación en prácticas abortivas -en su condición de enfermero del plantel del municipio-; a ello agregó que la comuna es responsable de los daños y perjuicios que esa imputación le acarreara. 

Además, explicó que el daño mencionado fue objeto de reclamo mediante carta documento 28.410.000/99 a la que se remite y acompaña; alegó haber reclamado una "indemnización laboral" por haberse acreditado en autos que la causal invocada para fundar el cese ha sido "injustificada", siempre en base a la absolución decidida en sede penal. 

En oportunidad de adecuar la demanda ante el Tribunal, el señor A. R. B. reitera que pretende el cobro de una indemnización por los daños y perjuicios originados en la denuncia penal por "estafa" -a la que califica de ilegítima e ilegal- formulada en su contra por la Municipalidad de Bolívar.Añade que la investigación penal llevada a cabo, culminó con el dictado de un fallo absolutorio a su respecto. 

Manifiesta haberse desempeñado en un centro de asistencia médica comunal y menciona que la finalización de su relación de empleo público con la accionada estuvo fundado en la misma causa que originara la denuncia penal que refiere. 

Entiende que por haber sido absuelto en sede penal, la cesantía dictada por la Administración carece de causa, es ilegítima, infundada e injustificada. 

Al momento de concretar su pretensión requiere al Tribunal que se condene a la accionada a abonarle la suma de $ 93.400 más intereses [cifra respecto a la cual se remite a la demanda incoada en sede civil] en concepto de indemnización por daños y perjuicios. 

Ofrece prueba. 

II. La Municipalidad de Bolívar contesta la demanda promovida. 

Inicialmente, reitera y ratifica los hechos y el derecho expuestos al contestar la demanda en el fuero civil y comercial actuante en su oportunidad. 

En aquella sede, en lo sustancial, la accionada manifestó que el actor "liga arbitrariamente las alternativas de la causa penal que cita, con la causal de su cesantía". Al respecto, expresó que la razón del dictado de esa medida expulsiva [que se trató, en rigor, de la sanción de exoneración] fue el corolario de una investigación sumarial que acreditó el incumplimiento, por parte del actor, de lo normado en los arts. 91 inc. 9 y 92 inc. 2 de la entonces vigente ordenanza 203/86 -Estatuto de Estabilidad y Escalafón para el Personal de la Municipalidad de Bolívar- (resaltó que, con su conducta, el reclamante incurrió en una falta grave que perjudicó moral y/o materialmente a la Administración). 

Continuó diciendo que el agente B. fue exonerado en virtud de la tramitación de un procedimiento administrativo en el que le fue concedido su derecho de defensa; destacó que el encartado consintió la decisión emanada de la autoridad administrativa sin haber deducido recurso alguno.También especificó las diferencias entre el análisis del proceder de B. a la luz de las normas penales y en sede administrativa, en su condición de empleado municipal; discrepó con el pedido de indemnización ante la Administración comunal en virtud de la absolución dictada en el fuero penal y destaca que la absolución dictada por el juez penal no justifica su pedido de indemnización en sede administrativa; pormenoriza que no hay identidad entre las normas infringidas, el delito investigado y las conclusiones a que se arriba en cada una de las investigaciones llevadas a cabo. Con cita de doctrina, concluye que existe una innegable diferencia entre los elementos de convicción que bastan para imponer una sanción disciplinaria dentro de la potestad propia del poder administrador y el grado de prueba indispensable para condenar en sede penal por un delito. 

Ante el Tribunal, afirma que el actor pudo haber deducido una pretensión de anulación de la decisión administrativa que antecediera al pedido de resarcimiento de los daños y perjuicios que ahora requiere. 

III.a. Se encuentra acumulado a los autos el expediente administrativo 4013-23/92 tramitado en sede municipal; de estas actuaciones se desprenden las siguientes constancias útiles para decidir en el presente: i. Denuncia formulada ante la comuna por la señora T. d. L. E. d.D. . Manifestó que el señor B. , en el ejercicio de su labor de enfermero en un centro periférico de salud y en el marco de una práctica abortiva, le suministró una serie de pastillas a cambio de una suma de dinero. 

Seguidamente, brindaron testimonios la testigo C.L. , quien acompañó a la denunciante en la ocasión y el doctor C.S. , médico concurrente al centro de asistencia (fs. 156/157 y 158/159). ii. Decreto 223 del 26-VI-1992 emanado del Intendente, mediante el cual se emitió la orden de sumario respecto al señor A. R.B. ; también se decidió "suspender provisoriamente" al agente (fs. 160/161). iii. Compareció ante la instrucción actuante el señor B.. No reconoció haber atendido a la señora E. d.D. ; manifestó haber siempre desempeñado sus funciones en el ámbito de la sala y suministrar medicación por orden de los médicos S. y R. . Sostuvo que no se recibieron consultas por temas de maternidad y que la disponibilidad de instrumental se limita a una caja de curaciones (fs. 176 y vta.). iv. En el curso de la prueba sustanciada por la instrucción, compareció el cónyuge de la señora D. . En lo sustancial, en la descripción de los hechos que protagonizara su esposa, se manifestó en sentido similar a ésta (fs. 185 y vta.). 

El testigo T. se explayó sobre el excelente concepto que le merece el señor B. al dicente y a la comunidad (fs. 178). v. La instrucción actuante, imputó al entonces agente B. "falta grave que perjudica moralmente a la Administración municipal (art. 91 inc. 9) de la Ordenanza 203/86 -Estatuto de Estabilidad y Escalafón para el Personal de la Municipalidad de Bolívar . computándose como agravante su condición de enfermero responsable de un Centro Periférico de Salud y como atenuante las excelentes referencias de trabajo eficiente que brindan el médico concurrente a dicho Centro y el representante de la Comisión de Fomento del barrio." (fs. 190/191). 

El imputado tomó vista de lo actuado; formuló su defensa y ofreció prueba (fs. 193). vi. Producido el informe final de la Instrucción, se expidió la Junta de Calificación y Disciplina (fs. 198/199 y 201). 

A continuación, el Intendente dictó el decreto de fecha 12-IV-1993, mediante el cual dispuso exonerar al agente A. R. B. por falta grave que perjudica material o moralmente a la Administración (arts. 91 inc. 9; 92 inc. 2 de la ordenanza 203/86; fs. 202). 

El interesado recurrió ese acto administrativo. Se glosaron "Planilla de Calificación Anual del Personal de la Municipalidad de Bolívar"; listado de firmas pertenecientes a vecinos de la comunidad en señal de apoyo a la gestión del enfermero B.y pedido de la reconsideración de la medida expulsiva (fs. 210/226). vii. Legajo personal del señor A. R. B. (fs. 203/209). viii. Posteriormente, el accionante hizo saber al Intendente que la Cámara de Apelación en lo Criminal y Correccional decidió, en los autos "B. A. R. Estafa-", en fecha 24-VI-1998, absolver libremente de culpa y cargo al procesado, por no hallarse probados los extremos de la requisitoria fiscal (arts. 70, 227, 263, regla 4ª. letra a. y 269 del Código Procesal Penal; fs. 227/228). b. Se encuentra agregada a los autos, sin acumular, la causa "B. , A. R. s/Estafa- Bolívar", que tramitara ante el Juzgado en lo Criminal n° 1 del Departamento Judicial Azul. Surgen las siguientes constancias útiles para decidir en el presente: i. La abogada María Inés Longobardi, en su carácter de Directora de Asuntos Legales de la Municipalidad de Bolívar denunció, en fecha 20-IV-1993, ante la Comisaría de Bolívar que, en el marco del sumario administrativo sustanciado mediante las actuaciones 4013-23/92, se decidió exonerar al agente A. R.B. ; manifestó que en el curso de la investigación llevada a cabo se acreditó la existencia de hechos que podrían revestir carácter de ilícito penal; aludió al art. 80 del Código Procesal Penal. En la oportunidad, refirió brevemente los acontecimientos que involucraran al ex agente B. , a la denunciante en sede administrativa señora T. d. L. E. deD. , su esposo y la testigo L. (fs. 1 y vta.). ii. Tomó intervención en autos la jueza a cargo del Juzgado en lo Criminal y Correccional n° 1 del Departamento Judicial Azul. Sustanciadas las actuaciones pertinentes, mediante sentencia del 14-IV-1998, se expidió "condenando a A. R.B. . a la pena única de cinco meses de prisión a cumplir. Con costas. Por resultar autor penalmente responsable del delito de Estafa (art. 172 del C.P.)" (fs. 189/192). iii.La Cámara de Apelación en lo Criminal y Correccional, en fecha 24-VI-1998 revocó la sentencia apelada "absolviéndose libremente de culpa y cargo al procesado A. R.B. , en el delito de estafa en Bolívar por no hallarse probados los extremos de la requisitoria Fiscal sin costas (arts. 70, 227, 263 regla 4ª. letra a y 269 del Código Procesal Penal" (fs. 214/217). 

IV.a. El señor A. R. B. trae al Tribunal una pretensión resarcitoria. 

Como ha venido sosteniendo esta Corte, a partir de la resolución dictada el 4-II-2004 en la causa B. 64.996, "Delbés" y en virtud de lo dispuesto por el art. 78 inc. 3 de la ley 12.008 -texto según ley 13.101- que el nuevo Código de la materia deviene aplicable a las causas iniciadas antes del 15 de diciembre del año 2003, en tanto las normas resulten compatibles con la jurisdicción atribuida a esta Suprema Corte por el art. 215 segunda parte de la Constitución provincial, con las excepciones previstas en el referido cuerpo legal. 

En tal orden de ideas, el reclamo indemnizatorio esgrimido en este pleito encuadra dentro de lo previsto en el art. 12 inc. 3 de la ley 12.008 -texto según ley 13.101 . Como surge de los antecedentes expuestos, es materia del litigio determinar si el actor tiene derecho a percibir un resarcimiento por los daños y perjuicios que, según lo enuncia, le ocasionara la denuncia por "estafa" formulada por la autoridad administrativa en sede judicial penal. 

En efecto, requiere una reparación patrimonial por parte de la demandada, frente a la circunstancia de haber sido absuelto de culpa y cargo por la Cámara de Apelación en lo Criminal y Correccional del Departamento Judicial Azul en los autos "B. A. R. -Estafa-", mediante decisión de fecha 24-VI-1998 y en virtud de no hallarse probado los extremos de la requisitoria fiscal (arts. 70, 227, 263 regla 4ª. letra a. y 269 del Código Procesal Penal; fs.227/228). 

Ciñe su pedimento y esgrime la pretensión fundada en los efectos lesivos que, según lo especifica, le acarreó la sustanciación de la causa penal por estafa, sin avanzar sobre otros espacios de tutela jurídica. Declinó solicitar, como restablecimiento de la situación subjetiva afectada, la reincorporación al cargo. En suma, de la ilegitimidad que predica del obrar municipal extrajo, meramente, las consecuencias que explicita en su reclamo y las invoca para obtener la reparación patrimonial que persigue. 

Aclarado ello, me remito entonces estrictamente a los argumentos del actor obrantes en el escrito inicial. Y, en el marco de la demanda incoada, señalo que es obligación de la autoridad administrativa, si de las actuaciones en trámite en sede comunal, surgieran indicios fehacientes de haberse violado una norma penal, imponer de ello a las autoridades jurisdiccionales correspondientes, procediéndose de acuerdo con lo establecido en el art. 80 del Código Procesal Penal, actualmente ley 11.922 -art. 287 inc. 1- que establece: "Denuncia obligatoria.- Tienen obligación de denunciar los delitos perseguibles de oficio: 1.- Los funcionarios o empleados públicos que los conozcan con ocasión del ejercicio de sus funciones". 

En el ámbito comunal, esta obligación estuvo contemplada en el art. 87 de la Ordenanza General 207/77 Régimen para el Personal de las Municipalidades de la Provincia de Buenos Aires-, vigente al momento de los hechos que aquí se ventilan, que estableció: "Si de las actuaciones surgieran indicios fehacientes de haberse violado una norma penal, se impondrá de ello a las autoridades jurisdiccionales correspondientes, procediéndose de acuerdo con lo establecido en el art. 73 del Código de Procedimientos Penales". La cuestión fue, posteriormente, reglada en similar sentido en el art. 86 de la ley 11.757 -B.O.P.de 2-II-1996-, Estatuto del Empleado Municipal, actualmente en vigencia. 

Como se ve, la autoridad administrativa denunciante en sede penal no ha hecho más que dar cumplimiento a la obligación que, como funcionario público, le indican las normas transcriptas. 

Según consta en las actuaciones sustanciadas en sede penal referenciadas precedentemente (v. fs. 1/2 causa "B. . s/Estafa", agregada sin acumular), la Directora de Asuntos Legales Municipal denunció ante funcionarios policiales las irregularidades que llegaron a su conocimiento -que involucraban al agente B. y que originaran la mencionada causa penal-. No puedo soslayar, que la abogada Longobardi puso en conocimiento de la autoridad policial las circunstancias descriptas -en su condición de instructora sumarial- pero, en ningún momento aludió al delito de estafa ni intentó subsumir la conducta de B. en ese tipo penal. Fue la jueza penal actuante quien resolvió "1. Disponer la prisión preventiva de A. R.B. , como autor penalmente responsable ‘prima facie’ del delito de estafa (art. 172 del C.P.) (v. fs. 169/170); la misma magistrada decidió luego condenar 'a A. R.B. . a la pena de cinco meses de prisión a cumplir. Con costas. Por resultar autor penalmente responsable del delito de Estafa (art. 172 del C.P.).'"(fs. 189/192). 

Al respecto, deseo poner de resalto que el señor B. gozó, durante el transcurso del trámite en sede penal, de la presunción de inocencia a su favor; a tenor del principio de que toda persona debe ser considerada y tratada como inocente de los delitos que se le imputan hasta que en un juicio respetuoso del debido proceso se demuestre lo contrario mediante sentencia firme (art. 18, Constitución nacional). Finalmente, la sentencia dictada por la Cámara de Apelación interviniente, fue absolutoria (v. fs. 214/217, causa penal agregada por cuerda). b. Entiendo que la pretensión resarcitoria expuesta no puede prosperar. 

El accionante no efectúa ninguna consideración acerca de por qué resulta acreedor a la mencionada indemnización.No demuestra al Tribunal de qué modo, el cumplimiento por parte de la autoridad administrativa de su obligación de denunciar, pudo haberlo perjudicado. Siendo que el único fundamento de la pretensión es el haberse efectivizado la denuncia penal por "estafa", debió haberse explayado sobre las razones de su agravio. 

En tal sentido, cabe señalar que este Tribunal tiene dicho que la relación de causalidad entre el hecho y el daño es una cuestión de hecho (Ac. 35.112, "Cardelini", sent. del 26-XII-1985) que debe ser acreditada por quien la invoca a su favor (B. 53.435, "Empresa Hípica Argentina", sent. del 15-IX-1998; B. 56.781, "Venturino Eshiur S.A., sent. del 28-V-2003; B. 63.845, "Milocco", sent. del 25-XI-2009). 

En la demanda en tratamiento el actor no ha demostrado el nexo causal ni el daño padecido y no cabe establecer, en este caso, presunción alguna. Semejante omisión no puede sanearse en este decisorio pues la parte accionante deb e aportar elementos de convicción que permitan tener por acreditada la circunstancia que invoca, en tanto no actúa en simple instancia recursiva, sino en proceso de conocimiento y, en tal sentido, debe cumplir con la carga que impone el onus probandi (B. 50.818, "Inmar", sent. del 19-XII-1989 y sus citas), lo que no ha ocurrido en autos. 

Corresponde puntualizar al respecto que, por el carácter de juicio pleno en que se desenvuelve la acción contencioso administrativa, la posibilidad de probar los hechos justificativos de la pretensión es particularmente amplia, siendo admisibles todos los medios probatorios previstos por la ley ritual mientras no los excluya expresamente, por lo que, ante la omisión probatoria del accionante, queda limitado el alcance de la decisión final del Tribunal (conf. doct. causa B. 58.938, "Oliveira de Giuffrida", sent. del 30-V-2012; entre otras). 

Específicamente, con relación al daño moral deseo poner de resalto (v. mi voto en B. 55.312, "R. ", sent.del 28-III-2012) que esta Suprema Corte -por mayoría- ha interpretado que el padecimiento sufrido por el agente configura una circunstancia que ha de tenerse por demostrada por el solo hecho de la acción antijurídica. 

Tales consideraciones han sido desarrolladas en distintos antecedentes a los cuales me remito por razones de brevedad (causas B. 57.454, "Sebey", sent. del 1-III-2004; B. 57.484, "Obesio", sent. del 27-IV-2004; entre otras) y de ellos surge que no existe razón para trasladar mecánicamente tal criterio a situaciones litigiosas diferentes, como la que se ventila en la especie. 

Se impone, entonces, matizar la solución que de manera generalizada la jurisprudencia ha sostenido para diversas causas pues, al menos en el tipo de asuntos en debate, no siempre ha de tenerse por configurado el agravio moral. Es posible que, en razón de las especificidades de cada litis se tenga por configurado el agravio moral merced al uso correcto de la presunción hominis (arts. 77 y 78 inc. 3, ley 12.008, conf. mod. ley 13.101; 163 inc. 5, segundo párrafo, C.P.C.C.), pero, en general, la condena indemnizatoria ha de depender de la suficiente alegación que del perjuicio formule el reclamante (arg. arts. 31 inc. 6, C.P.C.A.; 330 inc. 6, C.P.C.C.; 27, último párrafo, ley 12.008, conf. mod. ley 13.101) como de la prueba que lo corrobore, sumado a ello la prudente valoración judicial fundada en las particulares circunstancias de la controversia y en la sana crítica (arts. 77 y 78 inc. 3, ley 12.008, conf. mod. ley 13.101; 163 inc. 5, 375 y concs., C.P.C.C.). 

Es que, más allá de la innegable dinamicidad con que en el proceso se distribuyen las cargas probatorias, estimo subsistente el criterio orientador que exige la prueba del daño -en el que se comprende el daño moral, dado su carácter resarcitorio y no punitivo- a quien lo alega (conf.Mosset Iturraspe, Jorge, "Responsabilidad por daños", Buenos Aires, 1998, tº I, pág. 485). No hay que olvidar, además, que toda indemnización, regida ya sea por el derecho público o por el derecho privado, supone la existencia del daño (C.S.J.N., "Astilleros Príncipe y Menghi S.A.", sent. del 5-III-1996, "La Ley", 1996-C-420). 

En el caso, el actor no ha logrado probar la existencia de un daño de esa naturaleza que como tal sea pasible de ser indemnizado (conf. arts. 375, C.P.C.C.; 77 inc. 1, ley 12.008, conf. mod. ley 13.101). 

En suma, el pedimento del actor no está adecuadamente fundado en los hechos ni en el derecho y no se ha intentado demostrar el daño que se aduce haber sufrido. Ninguna indemnización le corresponde al accionante. 

V. La pretensión resarcitoria debe ser rechazada. La demanda no puede prosperar. 

Voto por la negativa. Y, en atención a la decisión que propicio, deviene inoficioso pronunciarme acerca del resto de las cuestiones planteadas, en tanto éstas suponen el acogimiento de la pretensión principal. 

Costas por su orden (arts. 17, ley 2961; 78 inc. 3, ley 12.008 -texto según ley 13.101-). 

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor de Lázzari dijo: 

Adhiero al voto de la doctora Kogan, con excepción del punto IV b. párrafos 5, 6 y 7 por considerar que con lo demás expuesto y desarrollado ha sido resuelta la cuestión planteada. Con el alcance indicado, voto por la negativa. 

Los señores jueces doctores Soria y Pettigiani, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor de Lázzari, votaron también por la negativa. 

Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente SENTENCIA 

Por los fundamentos expuestos en el acuerdo que antecede, se rechaza la demanda interpuesta.

Costas por su orden (arts. 17, ley 2961 y 78 inc. 3 in fine, ley 12.008, texto según ley 13.101). 

Por su actuación profesional, regúlanse los honorarios del doctor Diego Gustavo Domínguez, apoderado de la parte actora en la suma de pesos ($.)(arts. 10, 14, 15, 16, 28 inc. "a", 44 inc. "b", 2do. párrafo y 54 del dec. ley 8904/1977), cantidad a la que se deberá adicionar el 10% (art. 16, ley 6716, t.o. decreto 4771/1996 y sus modificatorias) y el porcentaje que corresponda según la condición tributaria del mencionado profesional frente al Impuesto al Valor Agregado. 

Regístrese y notifíquese. 
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